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  Foja 9

PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
EXPEDIENTE: 677/2018
PARTE ACTORA: 

**********.
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.
MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 

          San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciocho de octubre de dos mil dieciocho.    


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 677/2018, promovido por**********, contra actos del ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ; y,
R E S U L T A N D O:

I.- Por acuerdo de diecisiete de agosto de dos mil dieciocho, se admitió la demanda promovida por**********,  respecto de las autoridades y los actos que enseguida se precisan:


"...EL ORGANISMO INTERMUNICIPAL DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ...;"
De la citada autoridad, la parte actora impugna los siguientes actos: 
**********.
          II.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, el diez de octubre de dos mil dieciocho, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de esta Primera Sala Unitaria, dio lectura al escrito de demanda, señalando las pruebas documentales presentadas por las partes. Se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba a las partes. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las mismas, así como la prueba de inspección ocular ofrecida por la parte actora, con el resultado que consta en el acta de audiencia respectiva. En período de alegatos se certificó que no se formularon éstos por ninguna de las partes, razón por la que se dio por terminada la audiencia, se citó para resolver y se turnaron los autos a la Magistrada Instructora para formular el proyecto respectivo.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, porque se impugna un acto de naturaleza fiscal atribuido a un organismo público municipal descentralizado, sobre el que este Tribunal ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

Signa la demanda el compareciente señalado en el Resultando Primero de esta resolución, quien promueve en representación **********en dicho Resultando, por lo que en términos del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispone que las personas morales serán representadas por quienes tengan el carácter de representantes legales, de acuerdo con sus escrituras constitutivas, o por medio de apoderados con poder bastante para comparecer a juicio en los términos de la legislación aplicable.
En el caso concreto, se acredita el carácter con el que comparece el ciudadano**********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada**********., porque obra a fojas 15 a la 25 del expediente en que se actúa, la Escritura Pública número**********; situación que es acorde al supuesto que prevé el numeral 219 de la citada Codificación legal.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento relativo al recibo impugnado, visible a foja 14 de autos, y oficio derivado de dicho recibo, el cual consta a fojas 26 de los presentes autos, valorados conforme a lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales se encuentran dirigidos a la moral accionante; por lo que es inconcuso que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
Tocante a la legitimación de la autoridad demandada Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado,  Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, se encuentra acreditada, en atención a que el compareciente acompañó al escrito de contestación, copia certificada del nombramiento respectivo con el que se acreditan las facultades de representación del organismo demandado, el cual obra a fojas 43 y 44 del expediente en que se actúa, ello de conformidad con lo establecido por el párrafo tercero del numeral  220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditando el carácter con que comparece.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

TERCERO.- Ahora, resulta indispensable analizar si en el presente sumario se encuentra justificada la existencia del acto controvertido.


Del escrito de demanda se desprende que el actor señala como acto impugnado el**********, visibles a fojas 14 y 26 de este expediente, valorados con anterioridad, dado que se trata de documentos públicos emitidos por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales; por lo que es evidente la existencia del acto reclamado.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda no hizo valer la actualización de causal de improcedencia o sobreseimiento alguna.

Por último, del examen general practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio. 

QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten a fojas 04 a la 12 de autos, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”
 SEXTO.- Los agravios formulados por el accionante, resultan fundados y suficientes para conceder la nulidad del acto impugnado, en la medida y conforme a las consideraciones legales que enseguida se indican.
La litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad del**********, los que se localizan a fojas 14 y 26, del expediente en que se actúa; documentales que fueron ofrecidas por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Igual resulta pertinente acotar que, el citado estado de cuenta que contiene los adeudos que se combaten, deriva del supuesto consumo de agua potable determinado respecto del inmueble ubicado**********, de ahí que la materia del acto impugnado en esta controversia es de naturaleza fiscal, pues tal cobro es un crédito fiscal  conforme lo dispuesto por los artículos 178 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; 51, 52, 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y 7º fracción I inciso b) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
Precisada la naturaleza fiscal del acto impugnado, esta Sala Unitaria procede al estudio del primer concepto de impugnación vertido por el inconforme, del que se puede destacar en síntesis que alega medularmente las siguientes premisas:

a) Que la autoridad presupone que la actora ha efectuado un consumo de agua.

b) Que la autoridad no acredita ni prueba con elemento alguno que haya existido ese consumo.

c) Que el consumo de agua que se le atribuye no se ha generado.

d) Que la carga de la prueba para acreditar en juicio la existencia de tales consumos corre a cargo de la autoridad demandada, toda vez de que la parte actora niega lisa y llanamente haber efectuado consumo de agua que deba pagar.

Ahora bien, respecto de tales presupuestos, el representante legal del organismo demandado argumentó que el cobro que se hace por medio del estado de cuenta impugnado, se encuentra debidamente fundado y motivado conforme a las disposiciones contenidas en los diversos ordenamientos legales que invoca, además señala la facultad del Organismo Operador para prestar y realizar el cobro por la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, cobro que se realiza conforme a las lecturas tomadas del medidor**********, en el que se ha consumido el servicio de agua conforme a las lecturas que fueron tomadas y/o capturadas por personal autorizado conforme al numeral que cita, las cuales sirven de base para calcular el monto a pagar, en base a la Ley de Cuotas y Tarifas publicadas en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, por lo que dependiendo de los metros cúbicos consumidos es lo que se cobra a la actora.

Ahora bien, previo a determinar la carga de la prueba, debemos considerar que el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, señala que corresponde a la autoridad probar la existencia de la causa de la contribución, cuando los contribuyentes nieguen lisa y llanamente el hecho generador del tributo, ello según se ve de la transcripción del mismo:


“ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”  

En efecto, del numeral transcrito se obtiene que si bien los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de la presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente. 
De ello se sigue que la presunción de legalidad subsiste siempre y cuando el particular no niegue lisa y llanamente los hechos que motivan el acto de autoridad.

En la especie, se destaca que la actora en su escrito inicial de demanda negó lisa y llanamente haber realizado consumo alguno por el cual sea posible la determinación del supuesto adeudo que la demandada pretende hacerle acreedora, y que para el origen de la causación de la contribución por derechos de agua, se requiere de elementos de prueba suficientes que acrediten la legal existencia del consumo de los productos, y señala que no existen elementos que sustenten el hecho que sirve de causa o motivo al cobro respecto del consumo de agua, según se desprende del contenido del Primer concepto de impugnación vertido en su escrito de demanda, por lo que si produjo su negativa lisa y llana respecto del hecho generador de la contribución que se le reclama, se concluye la carga probatoria conforme al numeral 45 del Código Fiscal en cita, corre a cargo de la autoridad demandada, quien tiene la obligación legal de justificar la procedencia de los cobros ahora impugnados.

En tales circunstancias y como fue señalado en párrafos precedentes, la carga de probar la existencia de los consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado-, recae en la autoridad demandada; quien, cabe señalar, no tiene impedimento legal para hacerlo, pues conforme lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, quedando dicho formato, a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, de donde se concluye, que si dicho formato en el que se efectúo la toma de lectura de los medidores se encuentra a disposición de los usuarios en la oficina del prestador de servicio, también resulta que válidamente se puede aportar en juicio por la demandada, dicho artículo es del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.”

En tal sentido, como pruebas para justificar la procedencia del cobro impugnado, la autoridad ofreció los siguientes medios de convicción:

“1.- DOCUMENTAL PRIMERA.- Copia certificada del nombramiento expedido..."
2.- DOCUMENTAL SEGUNDA.- Copias debidamente certificada de las Hojas de Trabajo para la Toma de Lecturas del **********como Anexo Dos.. 
"3.- PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todo lo que se refiere y beneficie a la parte que represento.”
“4.- INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistentes en todas y cada una de las que constan en el expediente y todo lo que de hecho y por derecho beneficia a la parte que represento.”

La documental primera acredita la legitimación de la persona que comparece en representación del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, la Presuncional legal y humana, no le favorece a la autoridad, ante la ausencia de deducciones que deriven de hechos o del derecho invocado en el presente juicio, y la Instrumental de actuaciones, no produce beneficio a su ofertante, pues no hay constancia en el presente sumario que sea susceptible de hacer valor probatorio pleno y justificar los extremos de su defensa.

Por lo que hace a la documental segunda consistente en las copias certificadas de las hojas de trabajo para la Toma de Lecturas del**********, visibles de la foja 45 a la 49 de autos, tales medios de prueba antes reseñados no benefician a su oferente para acreditar los consumos atribuidos a la demandante, máxime que dicha documental valorada conforme lo dispuesto por el artículo 72 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, solo genera el valor de indicio respecto de los hechos ahí consignados, sin que sea suficiente para acreditar el hecho pretendido por la oferente, relativo a que prueba el consumo de agua y sirvieron de base para el cobro de la cantidad de que se duele el accionante; pues si bien se advierte  el nombre del lecturista, no se acredita que este sea personal debidamente autorizado, ni tampoco se advierte la cuota de cobro para efecto de la determinación del importe de consumo.

Aunado a lo anterior, las hojas de trabajo para toma de lecturas, carecen de elementos que permitan arribar a su autenticidad, pues se aprecia que se trata de un documento impreso, sin la firma del funcionario emisor de la hoja de lectura o en su caso del personal lecturista que tomó dichos registros, pues en una interpretación analógica de lo previsto por el artículo 46 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, los actos de las autoridades fiscales deben revestir entre otros requisitos, el nombre y la firma del funcionario que emite dicho acto
, ya que ésta, constituye el signo inequívoco de voluntad y autoría respecto de tales actuaciones, de ahí que, si las hojas de lectura carecen de ese requisito indispensable, es evidente que carecen de valor probatorio pleno pretendido, máxime que la falta de autenticidad se desprende del documento mismo y es evidente el incumplimiento por parte de dicho documento, de las formalidades que establece la ley para determinar que es autentico.

Tiene relevancia para lo antes señalado, el siguiente criterio que se transcribe:

Sexta Época

Registro: 269477

Instancia: Tercera Sala

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

 Cuarta Parte, CXXIV

Materia(s): Civil

Tesis: 

Página:    47

DOCUMENTOS PUBLICOS, VALOR PROBATORIO Y OBJECIONES A LOS. Si la falta de autenticidad de un documento se desprende del documento mismo, y para comprobarla, basta con que no contenga alguna de las formalidades que la ley establece para que sea auténtico, esas circunstancias deben ser observadas por el juzgador, al valorar la prueba, sin necesidad que las partes se lo adviertan. En cambio, puede ocurrir que, aunque un documento satisfaga los requisitos que la ley exige para que sea auténtico, no debe concedérsele valor probatorio, cuando por ejemplo en una copia certificada esta alterado, en alguna forma, el contenido de la matriz a que corresponde, o que tal matriz no exista, en cuyo caso, no es posible que el juzgador, tan solo leyendo la copia, se entere de dichas circunstancias, y es justamente en esas situaciones, cuando la parte afectada debe objetar el documento, en los términos del artículo 325 del Código de Procedimientos Civiles y, en su caso, pedir el cotejo a que se refiere el artículo 326 del propio código.

Octava Época

Registro: 208430

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

 XV-II, Febrero de 1995

Materia(s): Civil

Tesis: VI.1o.143 C         

Página:   342

FIRMA. LA FALTA DE ELLA EN UN MANDAMIENTO DE AUTORIDAD IMPLICA VIOLACION DE GARANTIAS. Conforme al artículo 16 de la Constitución Federal, nadie puede ser molestado en sus propiedades y posesiones, sin mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive adecuadamente la causa legal del procedimiento. De aquí, que para que todo acto de autoridad pueda considerarse un mandamiento de autoridad competente, debe constar en un documento público debidamente fundado que, en términos del artículo 129 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de Amparo, es el expedido por un funcionario público en ejercicio de sus funciones, cuya calidad de tal "se demuestra por la existencia regular sobre los documentos, de los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso, prevengan las leyes". De ello se desprende que la firma que en dichos documentos estampe la autoridad, es un requisito indispensable para su validez, ya que no es sino el signo gráfico con el que, en general, se obligan las personas en todos los actos jurídicos en que se requiere la forma escrita, de tal manera que la falta de firma de la autoridad en el documento en que impone una obligación a cargo del particular, carece de legalidad.


En conclusión, los medios de prueba ofertados por la autoridad resultan insuficientes para justificar la procedencia de su defensa, concretamente que el actor si ha efectuado el consumo de agua potable en los volúmenes que se le imputan, para que en esa virtud se actualice la obligación de pago, pues además de que corre a cargo del reo acreditar los hechos de su defensa según dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí,
 también la autoridad tiene la obligación de acreditar la legalidad de sus actos ante la negativa lisa y llana formulada por el demandante, respecto de los hechos que generaron el acto impugnado, de ahí que es válido concluir que debe tenerse por no probado el hecho relativo al consumo de agua potable que se le imputa a la parte actora.

En esa tesitura, si la parte actora negó lisa y llanamente el adeudo que tiene su origen en el consumo de agua potable y que en tal sentido, le resulte obligación del pago que le es reclamado por la autoridad demandada, ya que es el consumo de agua potable el hecho causal que generaría conforme a la norma, el pago de los derechos correspondientes a ese consumo, y la autoridad demandada fue omisa en aportar medio de prueba que justificara plenamente los consumos por los volúmenes atribuidos a la demandante, ya que como se ha manifestado, ante la negativa lisa y llana del actor respecto al hecho generador que da causa a la determinación de la contribución, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, sin que en el caso así haya acontecido.

Sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, los criterios emitidos por los Tribunales de la Federación que enseguida se transcriben:

Registro No. 175350

Localización: 
Novena Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XXIII, Abril de 2006
Página: 987
Tesis: IV.1o.A.32 A
Tesis Aislada
Materia(s): Administrativa

CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO
Registro No. 182847

Localización: 
Novena Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
XVIII, Noviembre de 2003
Página: 958
Tesis: VI.2o.A.57 A
Tesis Aislada
Materia(s): Administrativa

DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS. De acuerdo con el principio de congruencia establecido en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación y a la tesis aislada sustentada por este tribunal con el número VI.2o.A.26 A, de rubro: "ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en la página mil setenta y tres, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se llega al convencimiento de que si el actor en el juicio de nulidad manifiesta desconocer en su escrito de demanda el origen del adeudo fiscal, los conceptos que lo conforman y su cuantía, la autoridad hacendaria tiene la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos al momento de formular la contestación de demanda a fin de que, por una parte, se desvirtúe la negativa lisa y llana del actor y, por otra, que éste los conozca y, en su caso, pueda controvertirlos en el escrito de ampliación de la demanda, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso, toda vez que si la demandada presenta las constancias hasta la contestación de la ampliación de la demanda, es inconcuso que para entonces el actor se encuentra impedido para combatirlas, puesto que ningún precepto del Código Fiscal de la Federación permite que haya una segunda ocasión para ampliar el ocurso de demanda, ni que haya una cadena indefinida de réplica y contrarréplica de los litigantes, y la razón fundamental de esto fue la de evitar que se prolonguen innecesariamente los juicios. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

No. Registro: 175,350

Tesis aislada

Materia(s): Administrativa

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Abril de 2006

Tesis: IV.1o.A.32 A

Página: 987

CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

De todo lo anterior se concluye que la demandada no logro demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados por la Actora  en los términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado, lo que se traduce en que no se probó en este juicio que la Demandada hubiera causado el adeudo que por concepto de la aplicación de cuotas y tarifas del servicio público de agua potable, alcantarillado,  tratamiento y adeudo anterior que se le determinó en el estado de cuenta impugnado, toda vez que no se probó en el presente  juicio que haya efectuado el consumo de agua, lo que solo podía demostrarse con la comprobación de que se tomaron las lecturas de los aparatos medidores por el personal autorizado en los términos de la reglamentación respectiva al constituir la lectura el medio legal para determinar el consumo de agua, y toda vez que el consumo de agua es precisamente el hecho generador del tributo que se le exige, de ahí que al no encontrarse demostrada la existencia de uno de los elementos esenciales del tributo, es concluyente que la determinación crediticia efectuada por la autoridad Demandada se torna en ilegal. 

En este sentido, y toda vez que de conformidad con el artículo 8º del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal,  y toda vez que en el caso que nos ocupa, la Autoridad Demandada no probó en este juicio que la actora realizó el hecho generador del tributo en el periodo contemplado en el acto impugnado, se determina que no demostró en consecuencia, que haya nacido a su cargo la obligación fiscal que le determinó por dicho periodo. 
Luego entonces, esta Sala Unitaria considera que la resolución impugnada se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 251 y 252 de dicho ordenamiento legal, resulta procedente declarar la Ilegalidad del estado de cuenta con folio**********, emitido por el organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, por lo que se determinó el adeudo a cargo de la actora por los siguientes conceptos: **********), y por ende se decreta su nulidad total, dejándolo sin efecto legal alguno.

De igual manera, y en consecuencia se decreta la NULIDAD TOTAL del diverso oficio**********, ya que el mismo es derivado del primero, pues es de explorado derecho que un acto de autoridad viciado de origen trae como consecuencia que todas las actuaciones posteriores derivadas de él, sean nulas.
 Sirve de apoyo a lo anterior el criterio jurisprudencial que enseguida se transcribe:

“No. Registro: 252,103, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Séptima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, 121-126 Sexta Parte, Tesis: Página: 280

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.” 

Aunado a lo anterior, y a efecto de que la restitución de los derechos afectados sea total, se ordena a la Autoridad que haga las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el estado de cuenta impugnado sea nulificado, sea dado de baja o cancelado de los controles manuales o informáticos, padrones, o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, a efecto de que el estado de cuenta nulificado, no vuelva a ser exigido al Gobernado, notificándole sobre las acciones que realice, informando a esta Sala Unitaria del cabal cumplimiento de lo ordenado.
Del resultado anterior, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, de conformidad con el criterio emitido por la tesis de jurisprudencia que se cita:

“CONCEPTOS DE VIOLACION ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 249, 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la Ilegalidad, Invalidez y Nulidad total del acto impugnado consistente en el estado de cuenta con folio**********, y en consecuencia la nulidad del acto derivado del mismo, consistente en el oficio**********, en los términos y por las razones vertidas en el considerando Sexto de esta resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora; y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.-(rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� “ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: (…) VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.





� “ART. 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”








